
 

 
1 MÉXICO 

CRITERIOS 

 

GARANTÍAS INDIVIDUALES. EL DESARROLLO DE SUS LÍMITES Y LA REGULACIÓN DE SUS POSIBLES 

CONFLICTOS POR PARTE DEL LEGISLADOR DEBE RESPETAR LOS PRINCIPIOS DE RAZONABILIDAD Y 

PROPORCIONALIDAD JURÍDICA.  

De los criterios emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación se advierte que el cumplimiento de 

los principios de razonabilidad y proporcionalidad implica que al fijar el alcance de una garantía individual 

por parte del legislador debe: a) perseguir una finalidad constitucionalmente legítima; b) ser adecuada, 

idónea, apta y susceptible de alcanzar el fin perseguido; c) ser necesaria, es decir, suficiente para lograr 

dicha finalidad, de tal forma que no implique una carga desmedida, excesiva o injustificada para el 

gobernado; y, d) estar justificada en razones constitucionales. Lo anterior conforme al principio de 

legalidad, de acuerdo con el cual el legislador no puede actuar en exceso de poder ni arbitrariamente en 

perjuicio de los gobernados. 

SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS. EL ARTÍCULO 226, SEGUNDA 

CATEGORÍA, FRACCIÓN 45, DE LA LEY DEL INSTITUTO RELATIVO, QUE PREVÉ LA CAUSA LEGAL DE RETIRO 

POR INUTILIDAD BASADA EN LA SEROPOSITIVIDAD A LOS ANTICUERPOS CONTRA EL VIRUS DE LA 

INMUNODEFICIENCIA HUMANA (VIH), VIOLA EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.  

El legislador a través de dicha causa legal de retiro persigue, como finalidad constitucionalmente válida, la 

eficacia de las fuerzas armadas, así como la protección de la integridad de sus miembros y de terceros; sin 

embargo, dicha regulación implica una distinción legal entre los integrantes de las Fuerzas Armadas 

Mexicanas violatoria de las garantías de igualdad y de no discriminación por razón de salud contenidas en 

el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que carece de proporcionalidad 

y razonabilidad jurídica, toda vez que: 1) es inadecuada para alcanzar la finalidad mencionada, porque la 

ciencia médica, reflejada en distintas directrices nacionales e internacionales, ha demostrado la 

inexactitud de que quienes porten dichos virus sean -per se- agentes de contagio directo y en 

consecuencia, individuos ineficaces para desempeñar las funciones requeridas dentro del Ejército; 2) es 

desproporcional, porque el legislador, para alcanzar el mencionado objetivo, tenía a su disposición 

alternativas menos gravosas para el militar implicado, considerando que la legislación castrense hace 

posible su traslado a un área distinta, acorde a las aptitudes físicas que va presentando durante el 

desarrollo del padecimiento, como sucede con diversas enfermedades incurables; y, 3) carece de 

razonabilidad jurídica, en virtud de que no existen bases para justificar la equiparación que ha hecho el 

legislador del concepto de inutilidad con el de enfermedad o, en este caso, con la seropositividad a los 

anticuerpos contra el virus de la inmunodeficiencia humana (VIH), pues bajo esa concepción habría 

múltiples casos en los que la merma en la salud permitiría justificar la separación inmediata del trabajo y 

la sustracción a los servicios de salud respectivos, sin analizar previamente si los efectos del mal le 

permiten o no desplegar con solvencia la actividad para la cual hubiera sido contratado, nombrado o 

reclutado. 


